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BOLETIN Nº 1013-13-1.

INFORME DE LA COMISION DE TRABAJO Y SEGURIDAD RECAIDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE FIJA LAS NORMAS APLICABLES AL PERSONAL DE LAS CORPORACIONES DE ASISTENCIA JUDICIAL.

__________________________________________________________________

HONORABLE CAMARA:


Vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social pasa a informaros, en primer trámite reglamentario, sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que fija las normas aplicables al personal de las Corporaciones de Asistencia Judicial. El proyecto, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, ha sido calificado con "simple" urgencia en todo sus trámites constitucionales.


A las sesiones que esta Comisión destinó al estudio de esta materia, asistió el señor Ministro de Justicia, don Francisco Cumplido y la señora Directora de la Corporación de Asistencia Judicial, Región Metropolitana, doña Dora Silva.

*************************

I.- ANTECEDENTES GENERALES.


Dentro de todo orden social existen derechos esenciales de toda persona los que deben ser respetados a fin de promover el bien común y permitir a cada ciudadano su desarrollo espiritual y material.


Muchos de esos derechos han sido recogidos por nuestra Carta Fundamental como una manera de salvaguardarlos y darles el respeto que se merecen. Uno de ellos, según lo dispuesto en el artículo 19 N° 3 de la Constitución Política, es el relativo a la obtención de defensa jurídica, el cual se traduce en la posibilidad cierta de solicitar y obtener la intervención de abogado para la defensa de los derechos de las personas, intervención que debe admitirse no sólo en los Tribunales Ordinarios de Justicia, sino en cualquier otro órgano jurisdiccional ante cualquier autoridad. La actuación del letrado no puede ser impedida, restringida, limitada ni perturbada por la ley o cualquier entidad pública. Ahora bien, la intervención del letrado debe ser la "debida", o sea pertinente y respetuosa, y realizarse conforme a los procedimientos que la ley señale o conforme a las exigencias de un "racional y justo procedimiento", que el abogado puede exigir, si no existiere una normativa legal que regule la forma de ejercer la defensa de ciertos derechos que han sido atropellados, limitados y desconocidos, o que puedan serlo, por un tribunal o autoridad pública, de cualquier naturaleza o categoría.


Por otra parte y, como un medio de dar cumplimiento al derecho antes referido, el mismo precepto constitucional dispone que será la ley la encargada de arbitrar los medios para otorgar defensa jurídica a quienes no puedan procurársela por sí mismos. Este servicio se presta en nuestro país, a través de las Corporaciones de Asistencia Judicial y se funda en la obligación de los postulantes al título de abogado de realizar una práctica forense gratuita durante seis meses.


El origen histórico de dichas Corporaciones surge con la creación por parte del Colegio de Abogados de Chile, de Consultorios Jurídicos, en virtud de lo dispuesto en la letra ñ) de la ley N° 4.409. Estos consultorios fueron transformados por la ley N° 17.995 en tres Corporaciones de Asistencia Judicial: Región Metropolitana, Región de Valparaíso y Región del Bío‑Bío.  Posteriormente, el artículo 1° de la ley N° 18.632, creó la Corporación de Asistencia Judicial de la región de Tarapacá y Antofagasta.


Cabe señalar que, en la actualidad, se ha suscitado un conflicto en cuanto a la calidad jurídica de dichas Corporaciones, específicamente respecto del régimen jurídico‑laboral del personal de dicha institución, ya que la Contraloría General de la República, a través de los dictámenes Nros. 12.707 y 12.710, de 1991; 4.983 y 24.716 de 1992, y 8.571 y 8.714, de 1993, ha determinado que se trataría de Servicios Públicos descentralizados, teniendo sus trabajadores la calidad de empleados públicos afectos al Estatuto Administrativo aprobado por la ley N° 18.834.


Al respecto, la citada ley N° 17.995 en su artículo 1°, inciso segundo, fijó en forma expresa y clara el régimen laboral que regularía las relaciones entre estas Instituciones y sus dependientes al señalar: ".. serán continuadoras legales del Colegio de Abogados, en lo referente exclusivamente ... y al régimen del personal de estos Servicios.". De esta forma y considerando que el régimen laboral vigente al interior del Colegio de Abogados estaba regulado por las normas del Código del Trabajo, resulta evidente que por expreso mandato legal el mismo se mantuvo.


A mayor abundamiento, el artículo 6° de la ley N° 18.632, dispuso expresamente que el personal de las Corporaciones de Asistencia Judicial se rige exclusivamente por las normas del Sector Privado, y salvo texto legal expreso no se les aplicará ninguna disposición relativa a los funcionarios públicos y municipales.


En armonía con lo expuesto, las Corporaciones de Asistencia Judicial regularon sus relaciones laborales con sus dependientes conforme a las normas del Código del Trabajo, respetando el mandato del legislador. Lo anterior, porque la Ley no contempló ni proveyó a las mencionadas Corporaciones de una planta de funcionarios públicos, con grados y jerarquía; los cargos no fueron proveídos por concursos públicos y sus contrataciones se efectúan conforme a las normas del Código del Trabajo, entre otras muchas actuaciones ajenas a la normativa del sector público.


Lo anterior, unido a la circunstancia de que siempre se entendió que podían desempeñarse en las Corporaciones de Asistencia Judicial, servidores del sector público o privado, poniéndose especial énfasis en lo dispuesto en el artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 17.995 y reafirmado ello por el artículo 6° de la ley N° 18.632, en el sentido de tratarse de personal regido por las normas laborales del sector privado, ha permitido mantener las remuneraciones en un nivel bajo puesto que los profesionales pertenecen además a diferentes servicios y reparticiones públicas o privadas sin impedírseles el desempeño simultáneo de otras funciones.


En atención a lo expuesto, el Supremo Gobierno considera conveniente para mantener la estructura y funcionamiento actual de las Corporaciones de Asistencia Judicial, resguardar la situación laboral pasada y futura de su personal, declarando que no les afectan ni les han afectado las normas del Estatuto Administrativo, hasta la aprobación, por parte del H. Congreso Nacional, del proyecto de ley que crea el Servicio de Asistencia Judicial.

II.- MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.


En conformidad con el N°1 del artículo 286 del Reglamento de la Corporación y para los efectos de los artículos 66 y 70 de la Constitución Política de la República, como, asimismo, de los artículos 24 y 32 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, cabe señalaros que las ideas matrices o fundamentales del proyecto tienen por objeto fijar las normas aplicables al personal de las Corporaciones de Asistencia Judicial.


Esta idea matriz o fundamental es desarrollada por el proyecto en un artículo único cuyo contenido consiste en señalar que las disposiciones del Estatuto Administrativo, aprobado en virtud de la ley N° 18.834, no se aplican al personal de las Corporaciones de Asistencia Judicial, los cuales se han regido y lo seguirán haciéndolo, por sus respectivos contratos de trabajo, otorgados de conformidad con la normativa vigente.

II.- DISCUSION Y VOTACION DEL PROYECTO EN LA COMISION.


En el debate habido en vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social, el señor Ministro de Justicia, don Francisco Cumplido y la señora Directora de la Corporación de Asistencia Judicial, Región Metropolitana, doña Dora Silva, reiteraron todas y cada una de las consideraciones expuestas en el Mensaje reseñando las principales orientaciones del proyecto.


El señor Ministro de Justicia, don Francisco Cumplido agregó que el proyecto en discusión tiene por finalidad dar certeza jurídica a la relación funcionaria entre las personas que prestan actualmente servicios en las Corporaciones de Asistencia Judicial. y éstas últimas. Históricamente, los consultorios jurídicos eran mantenidos por el Colegio de Abogados, en virtud de lo dispuesto en la ley N° 4.409 y la relación jurídica de estos consultorios y su personal era de derecho privado. Al suprimirse los Colegios de Abogados, se crearon, en un comienzo, tres Corporaciones de Asistencia Judicial, a las que se agregó una cuarta, a las cuales se les entregó la función de entregar la asistencia jurídica gratuita.


Añadió que, en las disposiciones de la Ley N° 17.995, se establece que el régimen laboral de estas personas continuará siendo el que tenían en los Colegios de Abogados, es decir contrato de trabajo de empleado particular.


Agregó que, con la creación de la última Corporación de Asistencia Judicial, a través de la Ley N° 18.632, se dispuso expresamente que las Corporaciones se regirían exclusivamente por las normas del sector privado y, salvo texto legal expreso, no se les aplicaría ninguna disposición de los funcionarios públicos y municipales. En virtud de esta norma, las Corporaciones han contratado a su personal con arreglo a las normas del Código del Trabajo. Sin embargo, en el íntertanto, la Contraloría General de la República, a través de un dictamen, ha dado a las Corporaciones el carácter de servicio público, lo que se traduce en la aplicación del Estatuto Administrativo y en un mayor gasto fiscal que las Corporaciones no están en condiciones de soportar. En opinión del Supremo Gobierno, este dictamen no se ajusta a las disposiciones legales antes mencionadas.


Finalmente, señaló que toda la actividad de las Corporaciones se ha desarrollado hasta la fecha en observancia de las disposiciones del Código del Trabajo, por lo que el Ejecutivo, a través del proyecto de ley en informe, solicita se declare con certeza jurídica suficiente que no es aplicable el Estatuto Administrativo a estas Corporaciones y que se han regido y continuarán rigiéndose por sus contratos de trabajos celebrados en cumplimiento de las disposiciones legales vigentes.


Por su parte, la señora Directora de la Corporación de Asistencia Judicial, Región Metropolitana, doña Dora Silva señaló que si no se determina que el personal de las Corporaciones está regido por las normas de orden privado se presentarán problemas gravísimos, pues al no funcionar como servicio público carece de plantas, grados, jerarquía, sistemas de toma de razón, etc. La Contraloría, a su juicio, sin fundamento alguno, ha calificado a las Corporaciones de Asistencia Judicial como servicio público, no obstante que no posee número de registro en Contraloría para iniciar el trámite de toma de razón.


Añadió que, otro problema grave es el tema relativo a los despidos, ya que en los procesos judiciales que se han originado en los Tribunales de Justicia éstos han aceptado la competencia.


Por otro lado agregó que la Ley Orgánica de Administración del Estado no incluye a las Corporaciones de Asistencia Judicial entre los servicios públicos, no obstante que el Ministerio de Justicia tiene injerencia al designar a 2 representantes, abogados de confianza del ejercicio libre y, por otra parte, el Presidente del Consejo es el Secretario Regional Ministerial de Justicia respectivo.


Por otra parte, por considerar de toda lógica la norma propuesta en cuanto solucionaría un problema serio de interpretación en favor de las Corporaciones de Asistencia Judicial, vuestra Comisión concluyó el estudio del proyecto en informe, prestándole su aprobación unánime en los mismos términos contenidos en el mensaje, el cual se transcribe íntegramente para una adecuada comprensión:


"Artículo Único.- Las disposiciones del Estatuto Administrativo no se aplican al personal de las Corporaciones de Asistencia Judicial, creadas de conformidad con lo dispuesto en las Leyes N°s 17.995 y 18.632; el que se ha regido y continuará rigiéndose exclusivamente por los respectivos contratos de trabajo, en virtud de lo prescrito en los citados cuerpos legales.".

IV.- ARTICULOS CALIFICADOS COMO NORMAS ORGÁNICAS CONSTITUCIONALES O DE OUORUM CALIFICADO.
En el proyecto que vuestra Comisión os informa no existen normas orgánicas constitucionales ni de quórum calificado.

V.- ARTICULOS DEL TEXTO APROBADO POR LA COMISION OUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISION DE HACIENDA.


No existen disposiciones en tal sentido.

VI.- ARTICULOS DEL PROYECTO NO APROBADOS POR UNANIMIDAD.


No existen artículos en tal situación.

VII.- INDICACIONES RECHAZADAS O DECLARADAS INADMISIBLES POR

LA COMISION.


Vuestra Comisión rechazó la siguiente indicación:


-- Del señor Sotomayor para reemplazar el artículo único por el siguiente:


"Artículo único.- El Personal que preste servicios en las Corporaciones de Asistencia Judicial, creadas en conformidad a lo dispuesto en las Leyes N°s. 17.995 y 18.632, se ha regido y continuará rigiéndose en conformidad a las normas del Código del Trabajo y a sus respectivos contratos de trabajo.".

*************************


Como consecuencia de todo lo expuesto y por las consideraciones que os dará a conocer oportunamente el señor Diputado Informante, vuestra Comisión de Trabajo y Seguridad Social os recomienda la aprobación del siguiente:

"PROYECTO DE LEY:



"Artículo Único.- Las disposiciones del Estatuto Administrativo no se aplican al personal de las Corporaciones de Asistencia Judicial, creadas de conformidad con lo dispuesto en las Leyes N°s 17.995 y 18.632; el que se ha regido y continuará rigiéndose exclusivamente por los respectivos contratos de trabajo, en virtud de lo prescrito en los citados cuerpos legales.".

*************************


SE DESIGNO DIPUTADO INFORMANTE, A DON RUBEN GAJARDO CHACON.

SALA DE LA COMISIÓN, a 3 de agosto de 1993.


Acordado en sesiones de fecha 20 de julio y 3 de agosto del año en curso, con la asistencia de los señores Araya, Cardemil, Colonia, Fantuzzi, Gajardo, García, don René, Muñoz, doña Adriana, Prochelle, doña Marina, Salas, Seguel y Sotomayor.

Pedro N. Muga Ramírez

Secretario de la Comisión

